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vELFO
ADVERTENCIA.
Casos prácticos recientes que se han
presentado en nuestro foro, dan lugar
entre otras á las cuestiones siguientes:
¿Tiénen derecho los procesados á pe­
dir vista pública en primera instancia de
sus causas?
¿Tiénen derecho á asistir personal­
mente á esos actos judiciales?
El ser una de I as bases que se ha pro­
puesto observar la Redaccion del For"
Valenciano en su marcha, no ocuparse
de las cuestiones sometidas á la decision
de los tribunales hasta que se ejecutorien
los fallos, nos impiden ocuparnos hoy,
como lo haremos en su dia, de las que
dejamos indicadas.
La Bedaeeien,
LA LEY DEL NOTARIADO.
La época de transicion por que atraviesa
la sociedad moderna, hija de los nuevos ele­
mentos que la constituyen; época de efer­
vescencia, de lucha, de discusión. durante
Ia que cambia el modo de ser de las Nacio­
nes, porque el modo de ser de las clases
que la componen varia y se modifica; esa
época necesaria en la vida de la civilizacion
o,
para secundar los esfuerzos de la inteligen­
cia humana en pro del bienestar social, no
puede menos de imprimir el sello que la
caracteriza en los Códigos de los pueblos,
por que aquellos son hijos de las nuevas ne­
cesidades que hay que satisfacer y de las
nuevas costumbres que huscan en los mis­
mos su sanción legal.
Obedeciendo á este poderoso impulso, los
poderes legislativos en continuo movimien­
to hacen esperimentar notables reformas en
todos los ramos de la administracion del
Estado, ora se trate del derecho público,
ora del derecho privado, y bien sea por
medio de leyes nuevas que originan [las
nuevas necesidades, bien modificando las
existentes por el respeto debido á los inte­
reses creados ó al estado de adelanto del
pais, procurando armonizar sabiamente el
elemento histórico con el filosófico, armonia
sin la cual ó las naciones se estacionarian
inútilmente personificando la negación del
progreso, siempre mas fuerte y mas grande
que todos los poderes de la tierra porque la
voluntad de Dios le guia, ó bien se preci­
pitarian con la imprevision de un niño para
desaparecer en el abismo de la anarquía.
A esa asiduidad del poder legislativo, la
impele por otra parte la propia conciencia
del valor individual que generalizándose y
robusteciéndose colectivamente en las res­
pectivas clases de que se forma el todo de
la Nación, hace nacer en aquellas el justo
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deseo de que se las eleve á la categoría que
las corresponde y de que se recompensen
los servicios que han prestado para coad­
yuvar á la marcha de la civilización; premio
que solo pueden encontrar en la promul­
gacion de leyes justas y equitativas.
En España, como en todas las demás na­
ciones, pesa muy directamente la influencia
del espíritu de la época y al admitir como
elemento indispensable de su regeneracion
en el órden político la forma de monarquía
constitucional, no ha podido menos de in­
vestir de ámplias facultades á los cuerpos
colegisladores, para que en union de la co­
rona secunden los beneficios del progreso y
doten al pais de leyes sábias y previsoras
que modificando el pasado sean una garan­
tia para el porvenir.
y esas leyes mas ó menos justas, mas ó
menos acertadas, como toda obra del hom­
bre, mayormente en periodos de incerti­
dumhre y de lucha durante los que tal vez
se dictan para satisfacer necesidades del
momento, han alcanzado á casi todas las
clases de la Nacion protegiéndolas y estimu­
lándolas. El Notariado, sin embargo, yacia
en olvido y en la mayor postracion, perte­
neciendo tan solo á la historia la grande
estima con que le consideraron nuestros
Códigos y sin la recompensa á que lehacian
acreedor su constante laboriosidad, su celo
infatigable. Ese abandono, esa indiferencia
con que se trataba á una de las clases mas
respetables y mas importantes de la socie­
dad, porque á ella le está encomendada
mas directamente que á ninguna otra en el
órden civil la paz de las familias y la cus­
todia de la propiedad, consignando la vo­
luntad del hombre ora por medio de los
contratos, ora en sus disposiciones testa­
mentarías, llegaron á colocar á los indivi-
duos que la componen en una posicion poco
envidiable ante el concepto publico.
Pero esta postraeion, ese a nd 1 no
podia ya continuar por mas tiempo siendo
un baldon para nuestro siglo. El progreso
moral é intelectual, la noble emulacion que
en todas las clases se nota para conseguir
el cumplimiento de Ia mision que respecti­
vamente les está encomendada en la Socie­
dad, tambien hallaba eco en el Notari ado.
Penosa y larga ha sido la lucha sostenida
con honrosa y noble constancia por el mis­
mo para conseguir su objeto: vanos duran-­
te muchos años sus esfuerzos; vana la insis­
tencia con que uno y otro dia reclamaba
se atendieran susjustas reclamaciones; pe-­
ro sin desmayar nunca y dejando oir su voz
ante la opinion publica por medio de la
prensa ó ante los cuerpos colegisladores
con reiteradas esposiciones, principió por
conseguir de las leyes y reglamentos de
instruccion pública, que exigiendo en sus
individuos mayores conocimientos, aumen­
tara el prestigio moral de la clase con Ia
grande importancia que siempre da la ma­
yor ilustracion , garantizando la seguridad
de una ley en armonía con los adelantos .
modernos y con la consideracion de qpe
es acreedora.
Durante nueve legislaturas ha esperado
la aprobacion del proyecto de ley que cor­
respondiera' á sus deseos; durante nueve
legislaturas ha visto defraudarse sus espe­
ranzas sin que hallara bastante justiûcacion
para tal abandono en las luchas políticas
que hemos atravesado; á la sombra de las
furas reformas ha sido perjudicado con un
sistema de provision de oficios indudable-
-
mente no muy acertado, y si bien se re ...
veló el sentimiento publico en contra del
vergonzante medio de las subastas. y hu-
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ho que prescindir de él, el deseo de)ever- cio público y en el mayor decoro de la cla-
tir al Estado los de propiedad particular, se á que se afecta.
aunque ha facilitado en gran manera la es-
Nuestra Revista, pues, no ha querido de-
tincion de aquella clase de oficios, ha perju- jar pasar desapercibido en sus columnas
dicado los derechos particulares de un modo un hecho de tanta trascendencia y aceptan­
que no necesitamos recordar.
.
do la reforma por lo que en sí tiene de bue-
La ley de 28 de Mayo último ha sancio-
na, y como precedente de su mayor perfec-
nado, por fin, con su publicacion la necesi-
cion, dá su mas cumplida enhorabuena al
dad de una reforma arto tiempo esperada.
Notariado Español, cuyos intereses defen-
Ante una mala organizacion de tribu-
derá siempre creyendo cumplir con ello un
nales, ley precisa y que debia haber pre-
deber, pues si hien la Notaría no.es hija
cedido á la del Notariado, teniendo que lu-
de la Jurisprudencia, ambas nacen del de-
char esta con los derechos creados, con las
recho y se deben la proteccion de herma-
prácticas y leyes largo tiempo admitidas,
sin que las sustantivas la coadyuven, la
nueva ley no puede menos de ser corregida
y modificaJa por aquellas; adolece de mu-
. chos defectos, introduce grandes mejoras
reconocidas ya por medio de la luminosa y
amplia discusion aunque algo precipitada
que ha tenido lugar en los cuerpos Cole­
gisladores , y que seria vana presuncion
en nosotros y trabajo inútil el enumerar
de nuevo.
Grandes cuestiones quedan por resolver
en la nueva ley, cuestiones que afectan tanto
al interés público del mejor servicio, como
al de los particulares, ó sea á los funciona­
rios actuales de la clase cuyos derechos
creados se deben respetar, armonizándolos
con aquel. y en artículos suscesivos procu­
raremos ocuparnos de ellas; pero tal como
la nueva leyes, nosotros la aceptamos
con regocijo, porque con su sancion se
ha dado un gran paso en la reforma del
Notariado Español; desde hoy en adelante
será mucho mayor su prestigió moral y no
dudamos que cuando se publique el nuevo
Código civil y la organizacion de los tri­
bunales tenga lugar, se perfeccionará
aquella redundando en beneficio del servi-
nas.
Manuel Atard.
¿Debe interven£r el Juez necesariamente el'
la aprobacion de la division de bienes en que
hay menores interesados si el testador ha
preceptuado se practiquen estrajudicialmente
las operaciones de la particion?
Nos impulsa á ocuparnos de esta cuestion .. el en­
encontrarla propuesta en la Gaceta del Notariado
español (1) y ver sentarla en su resolucion una doc­
trina que nos parece inadmisible y por lo tanto
oportuno el combatir.
Con este motivo nos ocuparemos tambien de Ia
opinion signada por losilustrados Señores Maresa y
Reus en sus apreciables Comentarios á la ley de en­
juiciamiento civil.
I.
Nuestro apreciado colega la Gacet a
del Notariado refiriéndose á lo que en
otros artículos tenia consignado, sien­
ta, y en esto enteramente de acuerdo
con nuestra opinion, que, cuando el
testador dispone que la autoridad no
intervenga en las operaciones de la
division, no hay la necesidad de ser
presentada á la aprobacion del Juez.
(i) Número U al presente sño pág.197.
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Pero añade luego: «Sin embargo
hoy no pueden perderse de vista las
disposiciones de la nueva ley hipote­
caria relativa á asegurarse los bienes
de los menores de edad, ora en razon
de sus peculios, ora á los que usen de
carácter reservable, inscribiéndolos en
su nombre en el registro; y puesto
que la inscripcion no podria hacerse si
no estuviera consignado en un ínstru­
mentó público, es necesario que para
adquirir la division y adjudicacion este
carácter se presente á la aprobacion
judicial, la que dándosela dispone á la
vez su protocolizacion en el registro
público del escribano, y ya obtiene
el carácter de instrumento público de
que carecia. Descompondremos el pár­
rafo transcrito para su inteligencia y
subsiguiente impugnacion de su doc­
trina.
Que le ley hipotecaria obliga á la
inscripcion de los bienes que en toda
division adquieran los menores, es in­
cuestionable.
.
Que la inscripcion no podia hacerse
si no estuviera consignada la division
en un instrumento público, es también
incuestionable.
Que es necesario que para adquirir
la division y acljudicacion ese carácter
se presente á la aprobacion judicial:
Negamos semejan te necesidad y
creemos no equivocarnos.
Las divisiones y adjudicaciones pue­
den constar en instrumentos públicos
sin intervencion alguna de la auto­
ridad judicial, porque para su proto­
colizacion tampoco es esta necesaria
cuando el testador en virtud del dere­
cho prudentemente concedidoy de que
prudentemente debe usarse, dispone
que no sea necesario el juicio de testa­
mentaría, aun cuando existan meno­
res incapacitados ó ausentes.
Bastará pues para que pueda tener
lugar la inscripcion el que las opera­
ciones relativas al inventario, avalúo,
particion y adj udicacion de bienes, se
hagan constar por los contadores 6
interesados que personalmente 6legí­
timamente representados interven­
gan, por medio de escrituras públicas.
Esta es entre nosotros la práctica
constante en tales casos, y con ello
se cumple con la letra y el espíritu de
la ley , porque sin prescin dirse de nin­
guna de las solemnidades indispensa­
bles para asegurar el caudal de los
menores interesados, y par a hacer
constar debidamente la traslacion 6
traspaso del dominio, y aprovechar por
completo y con la mayor estension
posible, de la dispensa hecha por el
tostador de las solemnidad es estraor­
dinarias, si cabe llamarlas así, pres­
critas por la ley á consecuencia del
protectorado especial, que debe conce .. •
der á ciertas clases de personas.
Ahora bien, si la Gaceta del Notariado
opinaba que no es necesaria la apro ,
bacion judicial de la division cuando el
testador ha prevenido que estrajudi­
cíalmente se practique; y s í solo la
necesidad de un instrumento público
para que pueda tener lugar la inscrip"
cion, le hace ahora opinar que la apro­
bacion judicial será precisa, desde el
momento que se medite que sin seme­
jante aprobacion puede existir el ins­
trumento público se destruye por su
base, su última opinion.
otras son y tienen mas apariencia
I
de fundamento, las razones que sir-
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ven de apoyo á la opinion de los seño-­




Con el mayor gusto insertamos el si­
guiente artículo con que nos favorece el
inteligente y celoso señor Juez de Cas­
tellon de laPlana, D. Cristóbal Navarro,
con cuya colaboracion y distinguida amis­
tad nos honramos.
entre las eutoridades judiciales y adminis­
tratuxu, y necesidad de establecerse ira­
mitacion especjal cuando tienen lugar en
materia criminal.
Confundidas estaban antiguamente
las atribuciones admínistrativas y ju ..
diciales y á cargo de unas mismas per­
sonas; los Alcaldes mayores 6 'corre­
gídores eran los encargados de eger.,
cer unas y otras reuniendo caraotéres
etereogéneos. La revolucíon, el desar­
rollo de los conocimientos rentísticos
y la imitacion 'de lo que sucedía en
otras naciones mas adelantadas que la
nuestra, hicieron ver la necesidad de
crear una línea divisoria entre atri­
buciones que por su distinta natura­
leza é importancia necesitaba cada
una de ellas un poder especial, que
con independencia atendiese al desar­
rollo de los objetos de su particular
incumbencia, á fin de que la sociedad
pudiese obtener los grandes beneficios
de que son susceptibles armonizados
con las exigencias de la época. Creá­
ronse autoridades administrativas, es-
tableciose entré ellas el 6rden gerár­
.quico conveniente y desembarazadas
Jas judiciales del conocimiento de
aquellos negocios que por su índole
especial parecían agenos �e su insti­
tucion, quedole solo la admínístracion
de justicia en lo civil y criminal.
Mucho se adelantó en un punto tan
esencial de la máquina social ¿ Pero
ello era bastante para que se consi­
guiese el. objeto apetecido? La espe­
riencía demostré que no.
De las disposiciones administrativas
nacieron derechos que necesariamente
habian de utilizarse produciendo plei­
tos de carácter contencioso-adminis­
trativo: mas ¿ante quién debian dedu­
cirse estas cuestiónes?
.
Inútil parece detenerse ámanifestar
que no debían conocer en la decision
de tales derechos las mismas autori­
dades que gubernativamente habían
entendido, ni tampoco las judiciales
de quienes se quiere separar con razon
todo cuanto puede tener roce con la
parte admínistrativa : necesario fue
establecer los Consejos provinciales,
que conocen en primera instancia de
los negocios con tencioso-administra­
tivos. Como nô siempre los interesados
se aq uietan con el primer fallo t para
que estos adquiriesen la única garan­
tia del acierto quecabe en lo humano
y aquellos el convencimiento de que
les asistia ó no el derecho t la razo n y
la justicia, fue indispensable la crea­
cion de otro tribunal de alzada que
superior en el 6rden gerárgico revi­
sase las decisiones del primero. El Con­
sejo Real, ahora de Estado, fue el lla­
mado á tan alta mision: como Supre­
mo, conoce de las alzadas, de los
presente sobre el particular, sin em­
bargo las distintas Reales órdenes dic­
tadas con posteriorídad acerca de la
misma materia, dan á entender fácil­
mente que todavia pueden suscitarse
dudas y que la línea divisoria entre
.
la administracion y la jurisdiccion
real ordinaria tiene puntos en que
permite el contacto entre sí y que ne­
cesita todavía un deslinde mas robus­
to que totalmente las incomunique.
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Provinciales y tambien en primera
instancia en ciertos casos y determi­
nados negocios, formando jurispru­
dencia sus decisiones y girando en la
órbita adminístrativa con toda inde­
pendencia del poder judicial.
Dotada la administracion de los tri­
bunales necesarios para conocer de los
negocios contenciosos, indispensable
era una Ley adjetiva que arreglase
sus especiales procedimientos, y la de
2 de Abril y Reglamento de primero
de Octubre de 1845 atendieron á tan
apremiante necesidad fijando la tra­
mítacíon propia de esta clase de ne­
gocios.
Varias disposiciones han procurado
deslindar con la mayor claridad' las
atribuciones de los Tribunales admi­
nistrativos y los negocios de su parti­
cular incumbencia, estableciendo, si
así puede decirse, una impenetrable
línea divisoria entre los con tencioso­
administrativos y los judiciales: las
autoridades adminístratívas y las ju­
díciales: estas han procurado tambien
por su parte no inmiscuirse en
asuntos que no les fuesen peculia­
res" pero ni las disposiciones del Go­
bierno, nilos mas esquisitos deseos de
las celosas Autoridades á cuyo cuida­
do se halla su egecucion han podido
evital' conflictos entre la administra­
cion y la jurisdiccion ordinaria. De
aqui naci6 tambien la necesidad de
adoptar disposiciones á las que se ar­
reglasen las competencias y de esta­
blecer la tramitacion que en ellas debe
seguirse. Esto tuvo por objeto el De­
creto de 4 de Junio de 1847 y aun
cuando en él:con la mayor estension
se comprende cuanto debe tenerse
Tan antigua la jurisdiccion real or­
dinaria como la sociedad misma, sien­
do de su incumbencia desde los pri­
mitivos tiempos administrar la justi­
cia en todo aquello en que su poderoso
influjo sea. necesario ya dando á cada
uno lo suyo, ya imponiendo al crimi­
nal su merecido castigo; acostumbra­
dos los sacerdotes de la justicia á
egercer su austero minísterío con la
imparcialidad é independencia propia
de religion tan estrecha, nada de par­
tícular tiene que celosos por el cum­
plimiento de sus deberes no les sea
fácil separarse del conocimiento de
ciertos negocios al ser requiridos por
la autoridad administrativa , porque
aun cuando tanto estas como aquellos
deseen vivamente no traslimitar de
sus atribuciones y evitar conflictos,
exístiendo por lo menos duda (que la
hay siempre que por una y otra au­
toridad se encuentren razones para
apoyarse) su deber exige no permitir
invasiones, y si bien es unmaillegar
al conflicto 6 competencía , mayor lo
seria indudablemente la inhibicion
cuando el conocimiento se considerase
justo. Nada mas natural en tal caso
que apelar á la decision del Superior
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para que su resolucion terminé el con­
flicto.
Cuando las competencies se susci­
tan entre autoridades que reconocen
un mismo superior gerárquico, senci­
llo es comprender á quién incumbe su
resolución; mas- cuando asi no sucede
entre la Administracion y la jurisdic­
cion real ordinaria ¿á quién deberáacu­
dirse para su decision? Al Rey, de cu­
yo centro emanan ambos poderes.
El Conseja de Estado como Tribu­
nal Supremo y por medio de sus va­
rias secciones, conoce de estos conflic­
tos, y S. M., prévia su consulta, re­
suelve lo que estima conveniente
formando jurisprudencia sus deci­
siones.
A pesar de las muchísimas decisio­
nes de S. M., á consulta del Consejo
Real sobre este particular, vemos que
los conflictos se repiten, y cuenta que
no puede menos de asegurarse, que
tanto las autoridades admínístrativas
como las judiciales, procuran atenerse
allitoral contexto de las varias resolu­
cienes que rigen sobre la materia, y
sin embargo no es posible evitar qUe
llegue el caso en las unas de iniciar
la inhibicion y en las otras de resistir­
lo, siendo muy contados, si es que al­
guno ocurre, en que declarándose
compétente por sentencia firme la ju­
risdiccion real ordinaria, desiste la ad­
ministracion en vista de las razones en
que aquellas se fundan; de donde se
deduce que ambas se creen en su de­
recho, y cuando esto sucede, siendo
el móvil único que á ambas impele el
deseo del acierto, fácil es convenir en
que el mal nace de las dudas á que en
\
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la práctica da lugar la actuallegisla­
cion administrativa.
y no es estraño que así suceda, si se
atiende á que la última segregación
que de la jurisdiccion ordinaria se ha
hecho. ha sido el eonocimiento de es­
tos asuntos, puesto que aun en nues­
tros días se han visto ejercidos por los
Alcaldes mayores 6 Corregidores, y
como institucion nueva necesita pasar
por el crisol de la esperiencia y de la
práctica que es por lo general donde
las cosag presentan las dificultades que
te6ricamente han pasado desaperci­
bidas.
Cuando la competencia recae sobre
un asunto civil, son menores los per­
juicios que se siguen á las partes, por
que si bien es bastante el retraso y la
paralizacion que en su marcha sufre
el negocio, puesto que esta cesa desde
el momento en que se requiere de in­
hibicion á la jurisdiccion ordinaria,
sin embargo queda reducido el perjui­
cio á solo derecho 6 intereses; lo que
no sucede algunas veces cuando la
competencia versa sobre procedimien­
to criminal, puesto que puede afectar
á dos cosas muy sagradas, la vindiota
pública y la libertad de los procesados.
, La jurisdiccion ordinaria es la úni­
ca compétente para entender en la
averiguacion y castigo de los delitos
y faltas sin mas escepci on que las es-
. presamente establecidas por las leyes;
y siempre lo es para averiguar si hay
6 no criminalidad en un hecho y quié­
nes son las persona.s responsables de él.
Esta es la doctrina de nuestro dere­
cho pátrio y asi lo tiene decidido el
Tribunal Supremo de Justicia en 29 de
Julio, 5 y 12 de Agosto de 1858.
pues la causa paralizada, la vindicta
pública en suspenso y si por aquella
habia algunos presos su suerte es in­
cierta; privados de la libertad perma­
necen en la cárcel sufriendo una pena
irreparable tal vez mayor que la que
en dífinitiva se les hubiese impuesto,
cuando el resultado de la causa hu­
biese reclamado acaso la absolucion.
¿Qué actuación es la que debe se­
guirse en estos casos? Las disposicio­
nes que hablan sobre competencias con
la administracion establece solo la que
debe seguirse en los negocios civiles,
sin duda por que sientan por regla ge­
neral que los gobernadores no pueden
provocar estas contiendas en las caul
sas criminales, y no parece sea fáci­
que las escepciones de dicha regla ge­
neral puedan dar lugar á conflictos con
la au torídad judicial si no en casos le­
ves en los que nunca la contienda y la
dilacion causan los males menciona­
dos.
Pero ocurre que el Gobernador re­
quiere de inhibicion á un Juez de pri­
mera instan cia en causa, por ejemplo
sobre hurto cuyos autores se hallan
presos 6 en la que se trata de cualquie­
ra otro de los delitos que por disposi­
ciones vigentes deban los procesados
permanecer en prisión: regularmente
cuando la autoridadadministrativa oido
el Consejo provincial promueve lacon­
tienda, escusado es decir que encon­
trará fundados motivos para ello; des­
de luego la judicial tiene que suspen­
der todo procedimiento y atender solo
á la competencia; sea cual fuese el fun­
damento de la contienda y el negocio
que la motiva el decreto de 4 de Junio
que marca la actuacion de estos C011-
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Segun el Real decreto de 4 de Junio
de 1847 no pueden provocar compe­
tencias los entonces gefes políticos (hoy
gobernadores de provincia) en las cau,...
sas criminales, pues solo á los tribuna­
les compete esclusivamente la potestad
de aplicar las leyes en los juicios civi­
les y criminales, no debiendo entor­
pecerse el curso del proceso, porque
podrian ocasionarse perjuicios de gra­
vedad, haciendo ineficaces las penas
ó la absolucion del inocente. Muy con­
forme está con nuestra doctrina y con
las prescripciones de derecho la regla
general sentada en esta parte del de­
creto citado, pero las escepciones Lt y
2.a que luego establece, dan lugar á
conflictos graves á pesar de lo que el
art. 4.
o
previene; porque aun cuando
los jueces y tribunales oido el minis­
terio fiscal y los gobernadores, oídos
los consej os provinciales tienen obliga­
cion de declararse íncompetentes en el
caso de no pertenecerles el negocio que
se hubiese sometido á su decision, hay
veces en que hallándose conociendo
un juez en un proceso por la comision
de un delito se ve requerido de inhibi-:
cion por la autoridad administrativa
correspondiente, cree que el conoci­
miento de aquel negocio, no solo le
compete si no que su autoridad es sola
la legítimamente constituida para co­
nocer en primera instancia en su par­
tido, tanto que de no hacerlo así in­
curriria en responsabilidad faltando
á uno de sus mas sagrados deberes. por
cuya razon no le es posible prescindir
de sostener su competencia. Desde que
eljuez 6 tribunal es requerido de inhi­
bicion, debe cesar en todo procedi­
miento bajo pena de nulidad; tenemos
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fiictos previene que se comuniquen las
diligencias por tres dias á lo mas al Pro­
motor Fiscal y por igual término á ca­
da una de las partes, como que la omi­
sion de este trámite es causa de nuli­
dad segun varias decisiones del Consejo
Real. Supongamos que la causa se ha­
lle en sumario ¿deberá en tal caso co­
municarse á las partes? La ley que rige
en materia de competencies y la ju­
risprudencia admitida dice que su
omision es causa de nulidad. He aquí
un verdadero con flicto para el Juez
interior, pero atendida la natura­
leza del sumario y la sigilosa reserva
con que la ley caracteríza este periodo
del procedimiento criminal, no vacila­
mos en asegurar que solo debe oirse al
Promotor Fiscal; pudiendo ya comuni­




POR MR. GUSTAVO ROUSSET.
ARTICULO V. (1)
(Continuacíon. )
En todos los casos, la reparación del daño
causado, dará Ingar ya á la mej ora ó nulidad
de las actuaciones ó procedimientos irregulares
ya á la condena del funcionario al pago de los
gastos ocasionados, ó á los de las actuaciones ó
procedimientos anulados, ó que hayan de ha­
cerse nuevamente, del mismo modo que á los
perjuicios de intereses, en beneficio de terceros'
interesados, los que podrán obrar contra el
funcionario responsable, por la via estraordi­
naria de prise á partie. Accion que coneed e
(1) Véase el tomo primero de nuestras crista.
el código civil fránces para pedir C0 ntra el
funcionario de justicia que abusa de su mi­
nisterio si hubiere habido dolo, fraude ó abu­
so de ministerío , sin perjuicio del apre­
mio personal,' que podrá ser pronunciado
en ciertos casos.
55 Por esta ligera esposicion se comprende
que los medios de sancion, por los cuales pue­
den racionalmente las leyes asegurar su fuerza
obligatoria, se reasumen de este modo:
,En cuanto á las penas.
1.0 Personales y directaS', concernientes al
autor de las infracciones de efectos directos,
en su cuerpo, en sus derechos ó en sus bienes.
Penas ordinarias ó disciplinales cuya aplicacion
es elobjeto de las leyes llamadas penales.
2.° Indirectas concernientes á las infrac­
ciones ele efectos indirectos por la nulidad re­
lativa ó absoluta de los actos destinados á
hacer efectivo el provecho. Su aplicacion,
constituye el objeto de las leyes llamadas civi­
les y de procedim'iento.
En cuanto á las reparaciones.
t . o Sea por el restablecimiento real de los
derechos violados, restitucion, reparaciones,
restablecimientos de lugares, etc. etc.
2.° Sea por equivalente á perjuicios de in­
tereses, calculados por el perjuicio causado,
con egecucion ó sin ella, par la via del apremio
personal. Su aplicacion es el objeto de las leyes
civiles en (orma de leyes penales.
Tal es la teoria racional en materia de leyes
positivas propiamente dichas, de las leyes re­
glas de acciono Es preciso reconocer sin em­
bargo, que esta teoría no ha sido siempre
puesta en práctica por nuestra legislacion ; asi
nuestros códigos abundan en disposiciones im­
perfectas yen prescripciones sin autoridad.
•
III.
56. En cuanto á las instituciones constitu­
cionales , que impropiamente se han calificado
con el nombre de leyes y que determinando el
objeto social, han confiado esclusivamente su
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ègecucion á los grandes poderes del Estado
(como no pueden ser violados sino por las leyes
ó los actos de los mismos que están encarga­
-dos del desenvolvimiento de los principios cons-
1ítucionales) sin medios de sancionar han va­
riado segun las constituciones que ha seguido
"fa Francia.
Debe reconocerse, que despues del sistemabru­
tal de la insurreccùm proclamada en i 795 (I)
como el mas santo de los deberes, hasta la pa­
cífica declaracion del pueblo llamado á pro­
nunciarse en sus comicios contra los actos del
gobierno Ó la egecueíon del mandato legisla­
tivo de sus diputados debe, repito, reconocerse,
que cualquiera que el modo sea, las sanciones
de las institudones constitucionales no se pue-
•
den, en último análisis, concebir como eficaces
sino per Ia intervencion directa de la potestad
de que derivan todos IGS poderes, la NACIONj
y se ve que estas instituciones diferiendo asi
todo celo, lo mismo en este estremo que en
todos los demás, de las leyes propiamente di­
chas, de las leyes reglas de accion, su redao­
cion no podria, ya lo he,mos hecho observar,
consentir las mismas reglas.
57. Añadamos en fin para volver á la ter­
minología de las divisiones usuales, que estas
últimas leyes, pueden, bajo el doble punto de
vista de su dispositivo y de sus sanciones dis­
trihuirse en dos órdenes, y en siete categorías,
de la manera siguiente:
i .0 Leyes prohí­
hítívas.
1 .• á saneíones
\(indirectas so­bre los actos.)
2.· á sanciones
{(mistas.)










i Leyes civiles de
11
interés general.
{Leyes civiles de . .interés privado. Leyes.civiles.
{Leyes civiles enformas penales.
{Leyes penales deinterés privado.
{Leyes penales deinterés general. Leyes penales.
2.° Leyes impe­
ratívas:
4. • á sanciones
{P d I {(directas sobre enales e oslos ageutes.) funcionarios. Leyes penal es ydisciplinarias.
o. o. á. sanciones { De nulidad de { Leyes de proce- } Leyes de pro-(indirectas 80- a?to.s Ó de proce- dimiento. cedímíento.bre los actos.) dimientos, .
y f6rmanse en tres cuerpos de leyes de este
modo:
L° Cuerpo de leyes civiles.
2.° Cuerpo de leyes penales.
5.° y cuerpo de leyes de procedimiento.
Esta clasificacion preliminar se justificará
mejor mas adelante.
VI.
Resúmen de los principios y trtmsicùm.
58. Utilidad de un resumen de principios
como transícíon á un orden de ideas mas prác­
ticas.
'(1) 24. lunio 1793.
59. Nuestro sistema está planteado sobre
una base fija: la naturaleza del hombre, de la
sociedad y de las leyes.
60. De la naturaleza de las leyes se deduce
su distribucion en diferentes categorías: triple
division de las leyes, en civiles, de procedí ...
miento y penales.
61. La naturaleza de las relaciones que
las leyes están llamadas á gobernar confirma
y justifica esta division. Tres clases de relacio ..
nes posibles existen en el estado social: relaoío­
nes de los ciudadanos con los ciudadanos; rela­
ciones de los ciudadanos con los funcionarios y
vice-versa: relaciones de unos y otros eon el
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ser moral, la sociedad, el órden público.
62. Es preferible que las leyes se respeten
y egecuten porque son útiles y justas, que por­
que son terribles. Es pues lógico exigir que las
leyes están redactadas de modo que no se
pueda ignorar, el sentido, la estension y la
prudencia. Lo cual es fácil por la redaccion de
las leyes siguiendo las fórmulas racionales y la
promulgacion de los motivos ó razones en que
se fundan.
65. y nos vemos conducidos á tratar de
la esposicion de los motivos de las leyes, de las
definiciones legales y de las fórmulas raciona­
les segun las cuales debe regirse cada disposi­
cion legislativa.
58. Llegados á este punto de nuestra de­
mostracion la imaginacion esperimenta como
una necesidad de estenderse en los principios
de medir el espacio recorrido, de calcular nue­
vamente el fin que se propone, con el objeto
de no estraviarse en la investigacion de los
medios.
Como punto de union entre las diferentes
partes de este estudio, séanos licito reanudar
con un rápido resúmen, los puntos mas culmi­
nantes de las precedentes proposiciones; de
agrupar en un circulo mas reducido, los prin­
cipios y sus coloraríos, y poner por este medio
mas en reIíeve el inapercibido silogismo que
debe ser la síntesis.
Este examen retrospectivo tendrá por otra
parte la ventaja de revelarnos lo que nos falta
recorrer del lógico círculo que nos hemos tra­
zado, y servirnos de transicion para entrar en
una corriente de ideas mas practicas.
Un sistema no puede ser realmente poderoso
sino á condicion de estar fuertemente planteado
sobre bases invariables. Bajo este punto de
vista el nuestro nada deja que desear; la mis­
ma conciencia del derecho es su piedra an­
gular, y se funda de deducciones en deduo­
clones.
f. o Sobre la naturaleza del hombre .-In­
teligente, libre y sociable actividad indivi­
dual, es el principio y el fin de las leyes. La
libertad elemento íníoíal de acción y de reac ..
oion , escitada por las pasiones causa de lo
desórdenes, sujeta al fin por la autoridad regu­
ladora de la Razon consienteel derech» y prao...
tica la jasticia. [Organísmo admirable 1 forma
sub lim e sobre la cualla sociedad ha modelado
sus Estados.
2 o Sobre la naturaleza de la sociedatl.-
Constituida por la reunion de dos realidades
jurídicas, la libertad de los ciudadanos y Ia
dependencia de las funciones la Autoridad so­
cial forma eon ella, como una tercera potestad
cuya vida complexa, realiza el magnifico des­
envolvimiento de los derechos y deberes de los
otros dos por el progreso moral y material de
cada una de nuestras facultades.
5.° Sobre la naturaleza de las leyes.­
Reglas coercitivas de accíon formuladas por
la autoridad positiva, que prohibe á los ciuda­
d'anos los actos contraríes, prescribe á las fun­
ciones los actos útiles al cumplimiento del ob­
jeto social, y organiza de este modo, el órden
que constituye la fuerza; la fuerza que protege
el egercicio del derecho.
Estas son, es preciso no olvidarlo, las ideas
primitivas y secundarias, sobre la s que se apo­
ya todo nuestro sistema; ellas tienen en su
gérmen los medios técnicos de aplicacion. A
este efeoto , veamos ahora la s consecuencias
útiles.
60. La ley siendo una regla coe'l'citiva
de aocíon implica necesariamente do s partes.
f. a La regla que dirige un poder de acción
que determina el objeto de su energia; lo dis­
positivo.
2. a La coercision que obliga y apremia al
poder de accion á obrar segun la regla; esto
es la sanciono Hemos reconocido desde luego,
respecto á estos poderes de accion considerados
como sujetos de la ley:
1 . o Que todo dispositivo no puede maní­
festarse de otro modo que bajo una forma im­
perativa ó prolûbitiva segun la naturaleza
libre ó subordínada del poder cuyas acciones
tíene que dirigir.
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2. o Que toda sancion se producía racional­
mente con un carácter aflictivo ó reparador,
penal ó civil segun el carácter del dispositivo
cuya egecucion debia asegurar.
3. o y que las leyes por los caracteres de su
dispositivo y de su sanoíon , se distribuían na­
turalmente en tres cuerpos muy distintos, á
saber: cuerpo de leyes civiles, cuerpo de leyes
penales y cuerpo de leyes de procedimiento.
61. Bajo el punto de vista de las relaciones
que la legislacion está llamada á reglamentar
en el órden social, esta division se justifica y
su exactitud se confirma.
Toda ley supone un obgeto, un poder que le
persigue) un pueblo que 10 acepta y una socie­
dad que los acerca y pone en relacíon. De aquí
las relaciones de derecho de deberes y de jus-
-cia.
Tan móbiles y ondulantes como se les su-
pone y como sean en efecto, estas relaciones,
no siendo posibles sino entre realidades jurídi­
cas, es decir, los ciudadanos, los funcionarios
y esta realidad no menos viviente, que se llama
sociedad, no se podrian concebir otros fuera
de ellas.
1. o De las relaciones de los ciudadanos
con los ciudadanos, en las relaciones de la vida
privada, civil, industrial, etc. etc.
2. o De las relaciones de los ciudadanos
con los funcionarios y recíprocamente en las
relaciones admínístratívas, judioíales, etc.
3. o De las relaciones de los ciudadanos y
los funcionarios con la sooiedad relativamente
al mantenimiento del órden público, para la
observacion y egecucion de las leyes. Y llega­
mos asi por una nueva vía, á la division trlpar­
tita, que sigue:
t .0 De las leyes prohibitivas reglamen­
tarias de las relacùmes de ciudadanos con
ciudadanos en las diversas carreras á que su
actividad se dedica. Estas leyes se subdividen
en diferentes códigos; y segun los órdenes de
intereses que tengan que proteger formarán el
cuerpo ó coleocion de leyes civiles.
2. o De las leyes imperativas reglamentarias
dalas relaciones de los ciudadanos con los fun-
oumorios y de estos con aquellos. Estas leyes
son como la sancion de las anteriores; trazan la
manera como los ciudadanos y los funcionarios
habrán de proceder para conseguir el bene..
flcío , la proteccion, ó á realizar la fuerza ob li­
gatoria, y por esta razon son llamadas leyes
de procedimiento.
5. o De las leyes prohibitivas é imperativas
reglamentarias de las relaciones de los ciuda­
danos y de los funoionarios con el ser moral y
colectivo, la sociedad obrando por la potestad
de las leyes para la conservacion del órden pú­
blico. Estas leyes teniendo por principal objeto
asegurar la fuerza obligatoria de todas las
demás y organizar el sistema general de su
poder sancionador, componen el cuerpo de las
Leyespenales.
62. Pero no es esto bastante, para asegu-
rar la estricta observancia de las leyes, para
"
organizar por la víndícta pública, la fuerza
egeoul'iva de su prescripcion é instituir sin pro­
cedimiento y poderes al efecto de procurar su
aplícacíon, porque vale mas que las leyes sean'
respetadas y observadas porque son justas y
útiles, que no por ser terribles é inevitables.
No es indiferente pues á la autoridad de las
leyes que se revelen desde luego á las miradas
y al entendimiento de] pueblo, con tales con­
diciones de manifestacion que nadie puede ig­
norar su existencia, desconocer el sentido, y
negar la sabiduria y los beneficios; en otros
términos, es preciso antes de exigir la egecu­
cion de las leyes, que sean ciertas é inteligi­
bles, en una palabra, realmente promulgadas.
La primera condicion de la certidumbre de
las leyes es escribirlas: la segunda que estén
bien escritas, es decir claramente redactadas,
en un idioma que todos comprendan: la tercera,
que la forma de su redaccion no deje ninguna
duda sobre la naturaleza el carácter y la es­
tension de sus disposiciones.
(Se continuará)
Por todo lo no firmado, el Secretario de la redac-
cion, Manuel Atart.
Editor responsable: D. JOSÉ MARCO.
"i;P.£iot:bœ�œOAQ
Imprenta cl. la Opinion. á careo cl. Jo,é Domenech,
